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Prólogo

			Ha llovido mucho desde que en los años noventa del siglo pasado la psicología forense se conformara como uno de los perfiles profesionales claros del ámbito académico y profesional de la psicología. Desde entonces, hemos sido testigos de los pasos y las fases por las que esta disciplina ha ido pasando en su estatus científico y profesional, transitando hacia su integración en el sector privado, vinculado con la tarea de realizar peritaciones a demanda de abogados y jueces, pero también en numerosas instituciones del sector público, como las clínicas médico-forenses, los juzgados de familia y de menores, los juzgados de vigilancia penitenciaria o los grupos de menores y malos tratos de las distintas policías y cuerpos de seguridad.

			Hoy en día la psicología forense ocupa un lugar destacado en la profesión, un campo de trabajo bien definido y con numerosos profesionales centrados en tareas muy concretas, que requieren una gran especialización. Profesionales que pueden trabajar en definir el perfil de un delincuente, elaborar informes periciales de agresores o víctimas de delitos violentos, pero también, como atestigua el presente libro, en tareas relacionadas con la incapacidad laboral e invalidez, los riesgos psicosociales del trabajo o el acoso psicológico laboral. Esta creciente especialización es sin duda un signo de madurez de la psicología forense. Pero un ámbito profesional tan especializado y con una disparidad tan grande de ámbitos de aplicación requiere también de una formación a la altura de esas particularidades, y esta formación se ha convertido actualmente en uno de los principales retos de la profesión en este campo.

			Por tanto, el gran desafío de la especialización en psicología forense conlleva otros dos desafíos implícitos: el de generar un conocimiento científico sólido sobre el que construir esa especialización, y el desafío, no menos importante, de garantizar que este conocimiento llegue a los profesionales que la ejercen, o lo que es lo mismo, investigación y formación.

			Generar conocimiento y transferirlo a los expertos es uno de los objetivos de las universidades, y una de las señas de identidad de la psicología forense. Y en este contexto de investigación y aplicación profesional es donde precisamente surge este libro, de la mano de tres expertos que han sabido construir sólidos puentes entre ambas, contribuyendo con ello al crecimiento de la psicología forense en España.

			Estos desafíos, el de la investigación y la formación para alcanzar la excelencia profesional, son la base de la especialización y son los pilares sobre los que se ha construido el presente manual. No podía ser de otro modo, ya que viene de la mano del profesor José Luis Graña Gómez, catedrático de psicología de la Universidad Complutense de Madrid, que ha sido y es uno de los máximos responsables de que la investigación y la formación se hayan convertido en el principal motor de la expansión y el desarrollo de esta disciplina.

			Hoy ya son muchas las voces que reclaman esta formación especializada para la disparidad de áreas de la psicología forense, y la oferta de formación de posgrado se ha multiplicado a través de numerosas ofertas de másteres oficiales y títulos propios. De hecho, existen actualmente al menos seis másteres oficiales y once másteres propios, así como numerosos títulos de experto y especialista centrados en la psicología forense y en sus áreas afines repartidos por todo el territorio español. Pero no era así hace 25 años, cuando el profesor José Luis Graña Gómez, junto al doctor Enrique Esbec Rodríguez, recientemente fallecido y para quien siempre tenemos un cariñoso recuerdo, entregaban su título de posgrado a los primeros alumnos de su Máster de Psicología Clínica Legal y Forense de la Universidad Complutense de Madrid, que se convertía así en el primer máster en el ámbito de la psicología legal y forense de nuestro país, el máster decano de la casi una veintena actualmente existentes. Con este máster se abría la puerta a una formación especializada en psicología legal y forense que va ya por su 25.ª promoción, habiendo formado hasta la fecha a más de 1.200 psicólogos que vienen desarrollando su profesión no solo como psicólogos forenses vinculados a la Administración de Justicia, sino también en el ámbito privado, en instituciones penitenciarias, con menores infractores, con víctimas de abuso y agresión sexual, con víctimas de violencia de género y, como atestigua el presente libro, también en el ámbito de la psicología forense laboral.

			El profesor José Luis Graña Gómez fue pionero en identificar la necesidad de una formación especializada en esta área, por eso, en esta misma línea, fundó en el año 2000 la revista Psicopatología Clínica, Legal y Forense, que ha dirigido desde entonces y que tiene el mérito de ser, después de la revista Anuario de Psicología Jurídica, la segunda revista en España más antigua y todavía vigente en el ámbito de la psicología forense, legal y jurídica.

			Como reconocido padre de la psicología forense en España, por su dilatada actividad académica e investigadora, pero también por su papel de liderazgo en el desarrollo y consolidación de la psicología clínica forense española, el profesor José Luis Graña y su equipo han formado a numerosísimos psicólogos forenses, pero también a numerosos investigadores. Sin duda dos de los más destacados son los otros dos autores del presente libro, el doctor Víctor Dujo López y el doctor David González Trijueque, que hace años se formaron en el Máster de Psicología Clínica Legal y Forense de la Universidad Complutense de Madrid y llevaron a cabo sus tesis doctorales, bajo la dirección del profesor José Luis Graña, sobre la temática del acoso laboral, precisamente uno de los temas principales del libro que les presento. Ambos son, hoy en día, reconocidos investigadores y profesionales del área de la psicología forense y, como cabría esperar de sus tesis doctorales, de su ámbito laboral.

			El doctor Victor Dujo López es psicólogo sanitario y forense, profesor y miembro del consejo directivo de la revista Psicopatología Clínica Legal y Forense y lleva diez años desarrollando su profesión en el ámbito privado, como experto en la elaboración de informes periciales y su ratificación.

			El doctor David González Trijueque es psicólogo sanitario y hoy ejerce como psicólogo forense del Instituto de Medicina Legal y Ciencias Forenses de Madrid. Cuenta con numerosas publicaciones científicas en el área y hoy es considerado un reputado experto en esta temática y, como tal, imparte docencia en diversos posgrados universitarios de psicología jurídica y forense.

			Como puede apreciarse, los tres autores representan de forma inmejorable esa fructífera unión entre la academia y la profesión que constituye un pilar fundamental para el desarrollo de la disciplina y uno de los principales valores de este libro para dar respuesta a la necesidad de especialización de los profesionales del área.

			Por lo que respecta al manual que podrán leer a continuación, solo me resta decir que se lo recomiendo de cabo a rabo, y tengo la absoluta seguridad de que va a ser un texto de referencia y consulta para todos aquellos interesados, por ejemplo, en el acoso laboral, que es un tema de máxima relevancia y actualidad, y también resultará muy útil para quienes deseen formarse en la difícil tarea de cómo elaborar informes y contrainformes psicológicos forenses no solo en el ámbito laboral, sino en cualquiera de los ámbitos donde ejercen los psicólogos forenses.

			A mí me ha gustado mucho el libro, y confieso que fundamentalmente por dos razones. La primera, por esa tremenda utilidad para aprender a hacer informes, puesto que se explican en detalle todos y cada uno de los apartados que se deben especificar para hacer un informe y un contrainforme, y en aquello de lo que un perito no puede olvidarse de indicar, mencionar, consultar o valorar, y esto hace del libro una excelente herramienta docente, que además se ilustra con dos ejemplos fantásticamente desarrollados, un informe y un contrainforme.

			La segunda razón es por su rigurosidad científica, por supuesto en el abordaje de las teorías explicativas de los diversos problemas laborales, pero sobre todo y muy especialmente por la rigurosidad del método clínico-forense, poniendo de relieve la importancia de la parte clínica, en la que se recoge un exhaustivo análisis de la conducta, de sus causas de origen, de los factores predisponentes, de su evolución sujeta a factores mantenedores, de cómo se ha desarrollado el problema y de cómo se ha llegado a la situación actual. He disfrutado mucho y seguramente ustedes también lo harán, ya que este manual coloca al lector en el punto exacto del prisma profesional con el que hay que observar, describir, inferir y llegar a unas conclusiones fundamentadas.

			En su libro Lecciones de elocuencia forense, Joaquín María López, el gran político, jurista y orador parlamentario del siglo XIX, que llegó a ser presidente del Gobierno de España en dos ocasiones, defendía que los abogados, en su actuación ante los tribunales, debían dar importancia, en primer lugar, a los conocimientos de su especialidad, a una argumentación basada en el conocimiento profundo de los cimientos del derecho y, en segundo lugar, a la elocuencia, a que el lenguaje fuera claro, vivo, apremiante, en encontrar, combinar y exponer los argumentos.

			«Cicerón quería que [el abogado] tuviese primero la elocuencia, y después la ciencia del derecho. Salvo el respeto que merece su autoridad, opinamos de un modo enteramente contrario. El que solo tenga elocuencia, si es que merece este nombre la verbosidad sin cimientos, difícilmente ganará un pleito o causa, porque sin caudal de ideas, sin copias de doctrinas, no podrá hacer una alegación científica, no podrá fijar bien la cuestión ni desenvolverla: en tanto que el que tenga conocimientos podrá herir y resolver todas las cuestiones, aunque sea sin movimientos, sin galas ni bellezas en el decir»1.

			Esta recomendación se puede extender a otros operadores jurídicos y de eso va en parte este libro, y la psicología forense, de argumentos basados en los conocimientos de la psicología y de argumentos, en primer lugar, bien fundamentados, tal y como nos enseñan Victor Dujo López, David González Trijueque y José Luis Graña Gómez, y, en segundo lugar, si es posible, también elocuentes, como ellos mismos magistralmente saben hacer.

			MARÍA PAZ GARCÍA-VERA
Catedrática de Psicología Clínica 
de la Universidad Complutense de Madrid
Académica de la Academia de Psicología de España

			
			
NOTAS

				
					1 María López, J. (2013). Lecciones de elocuencia forense (p. 224). Tirant Lo Blanch.
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Introducción

			A lo largo de la historia de la humanidad el lugar de trabajo y el desarrollo de las actividades laborales correspondientes han sido tradicionalmente considerados como una fuente de posible riesgo para la salud de los trabajadores, riesgo que se ha manifestado principalmente en forma de accidentes y distintas enfermedades (Moreno-Jiménez, 2011). Este hecho ha propiciado que, en numerosas ocasiones, la imagen del trabajo haya tenido connotaciones negativas ante la sociedad. De hecho, el trabajo constituía una forma de subsistencia que comprometía habitualmente la salud de los trabajadores, quienes no tenían más remedio que aceptarlo, no siendo lógico el cuestionarse aspectos como las condiciones laborales, por lo que las enfermedades o accidentes sufridos como consecuencia del trabajo eran simplemente vistos como un problema individual o un mal inevitable para quienes trabajaban (Alonso et al., 2003; Pía, 2006). En este sentido, podemos señalar que alcanzar y poner en valor el propio constructo de riesgo laboral ha supuesto un importante logro, debido a que durante mucho tiempo el mismo ha carecido de sentido, ya que el trabajador carecía de cualquier derecho y su trabajo era su vida y su obligación. Simplemente se le mantenía para que trabajara, y si sufría cualquier daño, parcial o letal, era únicamente producto de su suerte o su propia responsabilidad (Moreno-Jiménez, 2011).

			Para entender la realidad presente debemos echar la vista atrás y analizar cómo la globalización y la modernización económica han impactado en los diferentes sistemas de producción y las relaciones humanas que se dan en el trabajo. Nos encontramos ante un paradigma basado en una cada vez mayor automatización y en numerosos cambios tecnológicos y sociales, que en los últimos años han modulado nuestra manera de relacionarnos en un contexto inestable y, en esencia, inseguro para el trabajador. Esta evolución vertiginosa y las crisis económicas han situado al trabajador en una posición de desprotección y vulnerabilidad.

			Aunque la evolución citada también trae aspectos positivos como nuevas formas de comunicación o niveles de eficacia y progreso anteriormente inalcanzables, también puede favorecer la deshumanización de los puestos de trabajo y una sustancial pérdida de valores. Además, en ocasiones, e inevitablemente, estos nuevos modelos de producción están ligados a un enfoque vertebrado en torno a ideas de competitividad, individualismo y consumo. Este planteamiento deja de lado ejes de desigualdad estructurales para centrarse exclusivamente en una visión deshumanizada y resultadista del contexto laboral.

			La precariedad de los puestos de trabajo, el desempleo juvenil, la segregación de ciertos colectivos de trabajadores por edad o sexo y unas dinámicas interpersonales cada vez más hostiles e insolidarias, convierten al puesto de trabajo en un escenario susceptible de comprometer la salud laboral del trabajador si no existen las medidas y factores de protección necesarios para salvaguardar su defensa y seguridad.

			Es por ello que, a pesar de que la violencia en el trabajo pueda parecer un enemigo invisible, lo cierto es que sigue siendo una realidad global que afecta tanto a países en vías de desarrollo como a países industrializados, siendo esta violencia también un fenómeno cambiante y sofisticado. Según la OIT (Organización Internacional del Trabajo), organismo especializado perteneciente a las Naciones Unidas que se ocupa de los asuntos relativos al trabajo y las relaciones laborales, la violencia en el trabajo podría definirse como: «toda acción, incidente o comportamiento que se aparta de lo razonable mediante el cual una persona es agredida, amenazada, humillada o lesionada por otra en el ejercicio de su actividad profesional o como consecuencia directa de la misma» (OIT, 2016), distinguiendo entre violencia física, psicológica y sexual.

			El avance en los estudios de los riesgos psicosociales y la psicopatología laboral lleva emparejado un crecimiento de la cultura de la salud en el contexto laboral, sobre todo en Europa, lo que potencia los esfuerzos y políticas en materia de prevención en riesgos laborales, entendiendo dicha prevención como el conjunto de actividades o medidas adoptadas en las diferentes fases de la actividad organizativa con el objetivo de evitar o disminuir los riesgos asociados al ejercicio profesional (Llaneza, 2009).

			El objetivo de las políticas en materia de prevención se centra en la promoción y diseño de dinámicas y puestos de trabajo más seguros y que no supongan un riesgo para la salud de los trabajadores. Para esta labor se han de tener en cuenta las condiciones de trabajo y en qué medida suponen un riesgo para el bienestar y la seguridad de los trabajadores, los riesgos laborales identificados que aumentan la probabilidad de que un trabajador sufra un daño de etiología profesional, y, por último, las posibles alteraciones que pueda sufrir el trabajador a consecuencia del desempeño laboral, como lesiones, enfermedades o patologías (Llaneza, 2009).

			En este contexto, mientras que la psicología del trabajo y de las organizaciones aborda cuestiones como la motivación y la satisfacción, la psicología jurídica realiza una aproximación desde el paradigma legal (Clemente, 2008). Los campos de estudio en los que se divide la psicología del trabajo y de las organizaciones son (Gil-Monte y Prado-Gascó, 2021):

			—Psicología del trabajo: estudia la actividad laboral de las personas, esto es, la manera en que realizan sus tareas en un determinado contexto.

			—Psicología del personal o de los recursos humanos (RR. HH.): estudia la relación entre las personas y la organización, en particular la forma en que se establece esa relación, su desarrollo y conclusión.

			—Psicología de las organizaciones: estudia el comportamiento colectivo de las personas en relación con la configuración y el funcionamiento de los entornos sociolaborales que son las organizaciones de trabajo.

			Otro perfil que ha ganado relevancia en los últimos años es el de los técnicos superiores en prevención de riesgos laborales, quienes cumplen un papel vital en cuestiones como la ergonomía y la psicosociología aplicada (Fernández-Jiménez, 2007).

			En este contexto, la psicología forense, como rama de la psicología jurídica, tiene como objetivo el auxilio en la toma de decisiones de jueces y tribunales. Podemos afirmar que la evaluación psicológica es la pieza clave de la actividad técnica del psicólogo forense, conectando aspectos psicológicos con cuestiones jurídicas. Por tanto, el fin último será aportar sus conocimientos al ejercicio de la función juzgadora a través del informe forense. El informe pericial es el medio probatorio mediante el cual trasmitimos al operador jurídico nuestro dictamen (Muñoz et al., 2011). 

			Aunque tradicionalmente los ámbitos de actuación del psicólogo forense han sido la jurisdicción penal y la civil, en los últimos años han ganado relevancia otros ámbitos, como el militar y el canónico, y especialmente el laboral (Piñuel y García, 2014). El mundo laboral es un contexto especialmente complejo, ya que en él entran en juego variables culturales, organizacionales e individuales, todas ellas bajo el amparo de una regulación normativa y legal específica (Clemente, 2008). Precisamente en este contexto entra en juego el psicólogo forense, ya que la salud laboral constituye un factor de litigio entre Administraciones, empresas y trabajadores.

			De todos los riesgos psicosociales a los que se enfrenta el trabajador tal vez el acoso laboral, también conocido como mobbing, sea el que mayor interés ha despertado en los investigadores en los últimos años, tanto por el profundo impacto que deja en las víctimas como por su cada vez mayor presencia en los tribunales (Dujo y González-Trijueque, 2021; González-Trijueque et al., 2011). 

			La valoración del daño psíquico es una de las demandas más habituales en psicología forense (Andrés-Pueyo y Echeburúa, 2010; Muñoz, 2013). Aunque tradicionalmente era patrimonio de la tutela sancionadora, también puede darse en el contexto de una indemnización o en materia laboral, tanto en la jurisdicción social como contencioso-administrativa.

			Además de en la valoración del daño psíquico a consecuencia de un estresor de naturaleza laboral, el psicólogo forense puede desarrollar sus funciones en áreas como la capacidad de contratación, la aptitud para el trabajo, la incapacidad laboral, la determinación de accidentes de trabajo (Esbec y Gómez-Jarabo, 2000) y la reclamación de daños a la Administración Pública (Marcos-González y Molina, 2007; Vallejo-Dacosta, 2005).

			El presente manual pretende ser un texto de referencia y de consulta para estudiantes de psicología, estudiantes de psicología forense o profesionales del derecho y psicólogos forenses que, en el ejercicio de su profesión, deben tratar los supuestos contenidos en esta obra. Se ha buscado en todo momento la utilidad práctica, de tal manera que pueda ser una obra auxiliar o de consulta que clarifique y oriente durante la realización, por ejemplo, de un informe forense por parte de un psicólogo, o para entender, desde una óptica jurídica, en el caso de los abogados, las diferencias existentes entre el acoso laboral y otros riesgos psicosociales.

			Y es que precisamente el acoso laboral o mobbing es el fenómeno que irremediablemente va a asumir mayor protagonismo en el manual, debido a la complejidad requerida en su evaluación y su alta demanda en el contexto de la valoración del daño psíquico en supuestos de acoso en el trabajo.

			No solo se va a trabajar desde un enfoque victimológico y forense, buscando entender los mecanismos que subyacen a los procesos de victimización interpersonal íntima, sino que el fin último es aportar al psicólogo forense los conocimientos y las herramientas para realizar un informe forense desde una metodología pericial sólida, cumpliendo los estándares técnicos y deontológicos exigidos.
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La psicología forense en el ámbito laboral

			
1. ÁREAS DE ACTUACIÓN DEL PSICÓLOGO FORENSE LABORAL

			La psicología forense constituye una disciplina profesional muy instaurada en nuestro sistema judicial, de hecho resulta cada vez más habitual que peritos psicólogos asesoren a jueces, magistrados y tribunales sobre distintas materias con implicaciones de carácter psicológico, tal y como sucede en el ámbito laboral (González-Trijueque, 2007), el cual se desarrolla en las jurisdicciones social y contencioso-administrativa. Si bien es cierto que, tradicionalmente, se suele asociar el desempeño forense con la jurisdicción penal, esto supone un sesgo altamente reduccionista que se aleja bastante de la realidad, ya que los peritos psicólogos intervienen en todas las jurisdicciones; de hecho, el ámbito laboral y la psicología forense son dos campos muy relacionados (Clemente, 2008; González-Trijueque et al., 2013), ya que en el lugar de trabajo se ponen en juego numerosas variables de tipo psicológico y además existe un marco legal regulador de las relaciones laborales.

			Por otra parte, la cultura de la promoción de la salud en el ámbito laboral implantada en las últimas décadas ha hecho que cada vez se regule más la prevención de riesgos laborales, entendiéndose la misma como el conjunto de actividades o medidas adoptadas o previstas en todas las fases de ocupación de la organización con el fin de evitar o disminuir los riesgos derivados del trabajo. Este planteamiento preventivo tiene por objeto la promoción de la mejora de las condiciones de trabajo, dirigida a elevar el nivel de protección de la seguridad y salud de los trabajadores. A partir de este concepto, se tendrán en cuenta las condiciones de trabajo (características inherentes que puedan tener influencia significativa en la generación de riesgos para la seguridad y salud del trabajador), los riesgos laborales existentes (posibilidad de que un trabajador sufra un determinado daño derivado del trabajo, cuya gravedad se valorará a partir de la probabilidad de que ocurra el daño y la severidad del mismo), y los daños derivados del trabajo (enfermedades, patologías o lesiones sufridas con motivo u ocasión del trabajo) (González-Trijueque et al., 2013). Por todo ello, una gran parte del trabajo de los peritos psicólogos que se dedican al ámbito laboral está relacionada con los llamados riesgos psicosociales, ya que en todas las organizaciones de trabajo existen distintos factores que son susceptibles de afectar a la esfera psicosocial de los trabajadores y, por tanto, a su salud (Almodóvar et al., 2003). Tal y como se ha señalado anteriormente, estos riesgos derivan de las condiciones presentes directamente relacionadas con la organización, el contenido, las relaciones interpersonales y la realización de la tarea, entre otros, aspectos que si no se gestionan de forma adecuada, pueden ocasionar importantes consecuencias en la salud de los trabajadores a todos los niveles (Llaneza, 2005; 2009).

			En cuanto a las áreas de actuación del psicólogo en el ámbito laboral, se deben diferenciar los perfiles profesionales que se pueden desarrollar al respecto; así, la psicología del trabajo y de las organizaciones se ocupa de cuestiones como la motivación o la satisfacción en la organización, mientras que la psicología jurídica laboral se ocupa de esos mismos asuntos, pero en su vertiente legal (Clemente, 2008; Gil y Alcover, 1999). Además, hay que añadir un tercer perfil profesional cada día más relevante: el de los técnicos superiores en prevención de riesgos laborales especialistas en ergonomía aplicada y psicosociología, quienes cada vez toman mayor protagonismo en las organizaciones de trabajo, no solo en sus aspectos preventivos sino también en su actuación como peritos judiciales ante los tribunales de justicia (González-Trijueque et al., 2013).

			No obstante, en términos generales la labor del psicólogo forense laboral se va a desarrollar fundamentalmente en cuatro áreas (Esbec y Gómez-Jarabo, 2000):

			1.La capacidad de contratación.

			2.La aptitud para el trabajo.

			3.La incapacidad/invalidez laboral.

			4.La determinación de la psicopatología existente en un trabajador como accidente de trabajo.

			A estas cuatro áreas propias de la jurisdicción social debemos añadir una quinta, relacionada con la jurisdicción contencioso-administrativa, en la que el psicólogo forense interviene en los supuestos de reclamación de daños a las Administraciones públicas (González-Trijueque et al., 2013; Piñuel y García, 2014).

			
1.1. Capacidad de contratación

			En España el Estatuto de los Trabajadores (ET) (RD 1/1995) determina que podrán contratar la prestación de su trabajo quienes tengan plena capacidad de obrar conforme a lo dispuesto en el Código Civil (CC). Para la definición y debida comprensión de la capacidad de obrar se hace preciso contraponer dichos términos a la capacidad jurídica. Por capacidad jurídica se entiende la aptitud para ser titular de derechos subjetivos y de deberes jurídicos. El concepto de capacidad jurídica es coincidente en términos legales con el de personalidad; y de este modo, toda persona, por el hecho del nacimiento con los requisitos previstos en el art. 30 CC, tendrá capacidad jurídica. Por el contrario, por capacidad de obrar se entiende la aptitud para el ejercicio de los derechos de los que se es titular; capacidad de obrar que no tiene toda persona, sino que dependerá de la situación personal de cada uno. Partiendo de lo anterior, se podría definir la capacidad de obrar como: «la aptitud para el ejercicio de los derechos subjetivos y de los deberes jurídicos».

			En estos casos los conflictos que plantean las alteraciones psicopatológicas frente a la relación laboral han sido tratados esencialmente desde la perspectiva de la capacidad de obrar, entendiéndose que dichos trastornos pueden incapacitar al trabajador para celebrar el contrato de trabajo por falta de consentimiento válido, declarándose la ineficacia jurídica de aquellas actuaciones derivadas de deficiencias o anormalidades del psiquismo, tanto permanentes como transitorias, siempre que pueda probarse que la decisión del trabajador se encontraba gravemente viciada (Esbec y Gómez-Jarabo, 2000). 

			
1.2. La aptitud para el trabajo

			Se conoce como aptitud aquella capacidad y la buena disposición que una persona ostenta para desempeñarse o ejercer determinada tarea, empleo o función; en el caso de la aptitud para el trabajo, lógicamente estamos haciendo referencia a la capacidad para poder desempeñarse en el mismo de manera satisfactoria. De este modo, la aptitud laboral, desde el punto de vista técnico, es la satisfactoria relación entre las demandas del puesto de trabajo y las condiciones de salud del individuo que lo va a realizar (Delgado et al., 2011). Evaluar ambas circunstancias precisa conocimientos sobre materia de índole laboral, siendo fundamental la figura del médico del trabajo; de hecho, el especialista en medicina del trabajo es el profesional que deberá pronunciarse sobre si un trabajador es apto sin restricciones, apto en observación, apto con limitaciones o no apto para un determinado puesto de trabajo. Sin embargo, la aptitud no es un elemento estático (Delgado et al., 2011), con lo que podríamos hablar también de la ineptitud sobrevenida (ausencia en el trabajador de las condiciones necesarias para el normal desempeño del puesto de trabajo que le corresponde) y sus posibles implicaciones periciales, en las que se puede precisar de la figura del psicólogo forense en caso de judicialización del supuesto (González-Trijueque et al., 2013).

			En un principio, los trabajadores afectados por trastornos mentales graves y crónicos generan evaluaciones periciales relativamente sencillas, situación que no sucede con las alteraciones de tipo reactivo o de intensidad más leve, en las que puede resultar sumamente complejo discernir entre la aptitud o la ineptitud del trabajador, ya que es habitual que el límite entre lo normal y lo patológico resulte difuso. De hecho, los trastornos que se asocian más habitualmente a la valoración sobre la incapacidad o ineptitud en el entorno laboral no son necesariamente los trastornos psicopatológicos mayores, ya que a menudo trabajadores con esos cuadros clínicos han quedado excluidos de la actividad laboral a edades tempranas (Gold y Shuman, 2009); no obstante, en los casos de ineptitud laboral sobrevenida derivada de trastorno mental, habitualmente el trabajador presenta un déficit en las capacidades o aptitudes de las que dispone para hacer frente a las demandas del puesto de trabajo (Delgado et al., 2011). 

			En estos supuestos se debe destacar la relevancia de aquellos despidos en los que se alega falta de aptitud para el trabajo de una persona. Si en dicho caso la falta de aptitud que se expone es de índole psicológica, la labor del perito psicólogo se antoja fundamental para que el trabajador pueda alegar si dicha falta de aptitud existe (y justifica el despido efectuado) o si por el contrario no existe y debe considerarse dicho despido como injustificado, con la correspondiente indemnización o incluso promover la reincorporación del trabajador injustamente despedido.

			
1.3. Incapacidad laboral e invalidez

			En principio, cualquier cuadro psicopatológico puede ser susceptible de originar una incapacidad transitoria o permanente para el trabajo; en este sentido, en el ámbito de la Seguridad Social se ha definido la incapacidad laboral como la imposibilidad (temporal o permanente) de realizar (parcial o totalmente) el trabajo por parte de un trabajador debido a una enfermedad (común o profesional) o un accidente (de trabajo o no). A través del Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social (LGSS), se consideran como situación de incapacidad temporal (IT) (art. 169) las debidas a enfermedad común o profesional y a accidente, sea o no de trabajo, mientras el trabajador reciba asistencia sanitaria de la Seguridad Social y esté impedido para el trabajo, con una duración máxima de trescientos sesenta y cinco días, prorrogables por otros ciento ochenta días cuando se presuma que durante ellos puede el trabajador ser dado de alta médica por curación. A efectos del período máximo de duración de la situación de incapacidad temporal respecto a su posible prórroga, se computarán los períodos de recaída y de observación (Barba, 2003).

			Una vez transcurrido este tiempo, se deberá valorar si dicha incapacidad es o no permanente. En España el organismo encargado de determinar la incapacidad laboral de un trabajador es el Instituto Nacional de la Seguridad Social (INSS) a través de los Equipos de Valoración de Incapacidades (EVI), quienes se pronunciarán respecto a la posible invalidez y al grado de la misma. En cuanto a la incapacidad permanente contributiva (art. 193), se debe señalar que esta constituye la situación del trabajador que, después de haber estado sometido al tratamiento prescrito, presenta reducciones anatómicas o funcionales graves, susceptibles de determinación objetiva y previsiblemente definitivas, que disminuyan o anulen su capacidad laboral (no obstará a tal calificación la posibilidad de recuperación de la capacidad laboral del incapacitado, si dicha posibilidad se estima médicamente como incierta o a largo plazo). Asimismo, las reducciones anatómicas o funcionales existentes en la fecha de la afiliación del interesado en la Seguridad Social no impedirán la calificación de la situación de incapacidad permanente, cuando se trate de personas con discapacidad y con posterioridad a la afiliación tales reducciones se hayan agravado, provocando por sí mismas o por concurrencia con nuevas lesiones o patologías una disminución o anulación de la capacidad laboral que tenía el interesado en el momento de su afiliación. Además, como norma general la incapacidad permanente (IP) habrá de derivarse de la situación de incapacidad temporal (IT).

			En nuestro país existen cuatro tipos de invalidez o grados de incapacidad permanente (art. 194) establecidos en función del porcentaje de reducción de la capacidad de trabajo del interesado:

			1.Incapacidad permanente parcial.

			2.Incapacidad permanente total.

			3.Incapacidad permanente absoluta.

			4.Gran invalidez.

			A continuación, pasamos a describirlos brevemente.

			La incapacidad permanente parcial para la profesión habitual ocasiona al trabajador una disminución no inferior al 33 % de su rendimiento normal para dicha profesión, sin impedirle la realización de las tareas fundamentales de la misma. La prestación económica correspondiente a la incapacidad permanente parcial consistirá en una cantidad a tanto alzado y permite compatibilizar un empleo de la misma o diferente categoría, en la misma o diferente empresa.

			La incapacidad permanente total para la profesión habitual inhabilita al trabajador para la realización de todas o de las tareas fundamentales de dicha profesión, siempre que pueda dedicarse a otra distinta. La prestación económica correspondiente a la incapacidad permanente total consistirá en una pensión vitalicia, que podrá excepcionalmente ser sustituida por una indemnización a tanto alzado cuando el beneficiario fuese menor de sesenta años. Los declarados afectos de incapacidad permanente total percibirán la pensión prevista en el párrafo anterior, incrementada en el porcentaje que reglamentariamente se determine, cuando por su edad, falta de preparación general o especializada y circunstancias sociales y laborales del lugar de residencia se presuma la dificultad de obtener empleo en actividad distinta de la habitual anterior. La cuantía de la pensión de incapacidad permanente total derivada de enfermedad común no podrá resultar inferior al importe mínimo fijado anualmente en la Ley de Presupuestos Generales del Estado para la pensión de incapacidad permanente total derivada de enfermedad común de titulares menores de sesenta años con cónyuge no a cargo. Este grado de invalidez da lugar a un subsidio del 55 % de la base reguladora que corresponda, y a un incremento del 20 % de la misma al sobrepasar los 55 años de edad, si no presta servicios en otra categoría laboral; además, permite al trabajador afectado compatibilizar un empleo de diferente categoría en la misma o diferente empresa (véase tabla 2.1).

			Por incapacidad permanente absoluta para todo trabajo se entenderá la que inhabilite por completo al trabajador para toda profesión u oficio. La prestación económica correspondiente a la incapacidad permanente absoluta consistirá en una pensión vitalicia del 100 % de dicha base reguladora y es incompatible con cualquier otro empleo.

			Por último, se entenderá por gran invalidez la situación del trabajador afecto de incapacidad permanente y que, como consecuencia de pérdidas anatómicas o funcionales, necesite la asistencia de otra persona para los actos más esenciales de la vida, tales como vestirse, desplazarse, comer o análogos. Si el trabajador fuese calificado como gran inválido, tendrá derecho a una pensión vitalicia según lo establecido en lo referente a la incapacidad permanente absoluta, incrementándose su cuantía con un complemento (nunca inferior al 45 % de la base reguladora), destinado a que el inválido pueda remunerar a la persona que le atienda.

			TABLA 2.1
Grados de incapacidad permanente (art. 194 LGSS)

			
				
					
					
				
				
					
							
							Incapacidad permanente parcial

						
							
							•Ocasiona al trabajador una disminución no inferior al 33 % de su rendimiento normal, no impidiéndole la realización de las tareas fundamentales de su profesión.

							•Da lugar a una indemnización a tanto alzado, permitiendo compatibilizar un empleo de la misma categoría o diferente, en la misma o diferente empresa.

							•Puede disfrutar de prestaciones de empleo selectivo.

						
					

					
							
							Incapacidad permanente total

						
							
							•Inhabilita al trabajador para realizar las tareas fundamentales propias de su profesión, no inhabilitándole para otra distinta.

							•Subsidio del 55 % sobre la base reguladora, con un incremento al pasar los 55 años de un 20 %.

							•Se puede compatibilizar un empleo con categoría distinta en una empresa diferente o en la misma.

							•Posibilita el disfrute de prestaciones de empleo selectivo.

						
					

					
							
							Incapacidad permanente absoluta

						
							
							•100 % de la base reguladora.

							•Incompatible con otro empleo.

						
					

					
							
							Gran invalidez

						
							
							•Se da la necesidad de la participación de una tercera persona para la realización de las actividades esenciales de la vida.

							•Prestaciones de la IP más un recargo para la persona asistente.

						
					

				
			

			FUENTE: tomada de González-Trijueque et al. (2015).

			Tal y como se puede observar, los conceptos de invalidez e ineptitud laboral están muy relacionados, y ambos hacen referencia a la inhabilidad del trabajador para el desempeño de las tareas propias de su puesto de trabajo; sin embargo, la declaración de la incapacidad se ajusta a la legislación de la Seguridad Social y requiere de una declaración administrativa o judicial, mientras que la ineptitud sobrevenida resulta de la decisión unilateral del empleador, y para ello basta un informe del médico del trabajo en el que se especifique la no aptitud definitiva para el desempeño del puesto de trabajo (Delgado et al., 2011). En este sentido, se debe dejar claro que existen diferencias entre el concepto de aptitud laboral para un determinado puesto de trabajo (cuya valoración es responsabilidad del empleador mediante el profesional experto del servicio de prevención, según prescribe la Ley de Prevención de Riesgos Laborales), y el de capacidad para el trabajo (cuya valoración constituye un acto administrativo que corresponde al INSS) (Delgado et al., 2011). No obstante, ambos supuestos, ineptitud e invalidez laboral, son susceptibles de judicializarse, siendo en dicha situación donde puede requerirse la intervención de un psicólogo forense (González-Trijueque et al., 2013). 

			Respecto a la evaluación de la capacidad laboral desde el punto de vista pericial, debemos señalar que tanto los psiquiatras como los psicólogos pueden aportar elementos fundamentales para el juzgador, derivados del conocimiento de la psicopatología y de la psicología humana, en la evaluación de ambos conceptos (por ejemplo, ineptitud e invalidez); además, y al margen de las manifestaciones clínicas, es fundamental incluir las características del puesto laboral a desempeñar a la hora de evaluar dichos supuestos, ya que lo esencial no es el cuadro clínico en sí, sino en cómo este limita el correcto desempeño laboral (Jáuregui, 2007). 

			En cuanto a la evaluación propiamente dicha, el psicólogo forense realiza un análisis del puesto de trabajo, así como una anamnesis del trabajador evaluado, procurando obtener distinta información mediante la observación y la entrevista clínica, que pueden complementarse con formas específicas de entrevistas estructuradas, diversos instrumentos psicométricos y el análisis de la documentación más relevante (Delgado et al., 2011). 

			En todo caso, el psicólogo forense deberá ser conocedor de que unas condiciones de trabajo solamente serán adecuadas si promueven la salud física, psíquica y social de los trabajadores (Almodóvar et al., 2003). Asimismo, el psicólogo forense laboral ha de ser cauto a la hora de considerar que no todo trastorno mental lleva aparejada una situación de ineptitud o de incapacidad laboral. Por ello, la valoración pericial tendrá el doble objetivo de:

			1.Determinar la existencia de una psicopatología.

			2.Determinar la influencia de esa psicopatología en el desempeño laboral y la posibilidad de que los signos y síntomas psicopatológicos limiten o anulen la posibilidad de realizar tareas y funciones específicas de un desempeño profesional determinado (Gold y Shuman, 2009; Jáuregui, 2007).

			Una vez valoradas todas las limitaciones del trabajador en relación con la psicopatología que padezca, el psicólogo forense podrá hacer recomendaciones respecto a su implicación sobre su capacidad laboral, con orientaciones a la institución o, en su caso, al jurista que deba determinar su grado de incapacidad (Delgado et al., 2011). 

			Por último, se debe recordar la importancia en el contexto forense que tiene la valoración de posibles actitudes distorsionadoras en los trabajadores evaluados debido a posibles ganancias secundarias, ya que son comunes las actitudes de simulación (y sobresimulación) de psicopatología, relacionadas con la intención de obtener incapacidades con subsidios o indemnizaciones; igualmente pueden aparecer actitudes de disimulación, habitualmente relacionadas con la intención del trabajador de retornar a su puesto de trabajo a pesar de padecer limitaciones reales (Delgado et al., 2011).

			
1.4. Consideración de la psicopatología como accidente de trabajo

			En España el concepto legal de accidente de trabajo (AT) se encuentra regulado en la Ley General de la Seguridad Social (LGSS) (RD 8/2015). Según el art. 156 de dicho texto legal, se entiende por accidente de trabajo toda lesión corporal que el trabajador sufra con ocasión o por consecuencia del trabajo que ejecute por cuenta ajena.

			Asimismo, tendrán la consideración de accidentes de trabajo:

			1.Los que sufra el trabajador al ir o al volver del lugar de trabajo (accidente in itinere).

			2.Los que sufra el trabajador con ocasión o como consecuencia del desempeño de cargos electivos de carácter sindical, así como los ocurridos al ir o al volver del lugar en que se ejerciten las funciones propias de dichos cargos.

			3.Los ocurridos con ocasión o por consecuencia de las tareas que, aun siendo distintas a las de su grupo profesional, ejecute el trabajador en cumplimiento de las órdenes del empresario o espontáneamente en interés del buen funcionamiento de la empresa.

			4.Los acaecidos en actos de salvamento y en otros de naturaleza análoga, cuando unos y otros tengan conexión con el trabajo.

			5.Las enfermedades, no incluidas en el artículo siguiente, que contraiga el trabajador con motivo de la realización de su trabajo, siempre que se pruebe que la enfermedad tuvo por causa exclusiva a la ejecución del mismo.

			6.Las enfermedades o defectos, padecidos con anterioridad por el trabajador, que se agraven como consecuencia de la lesión constitutiva del accidente.

			7.Las consecuencias del accidente que resulten modificadas en su naturaleza, duración, gravedad o terminación por enfermedades intercurrentes que constituyan complicaciones derivadas del proceso patológico determinado por el accidente mismo o tengan su origen en afecciones adquiridas en el nuevo medio en que se haya situado el paciente para su curación (Marcos y Velázquez, 2007).

			Con todo ello, se presumirá, salvo prueba en contrario, que son constitutivas de accidente de trabajo las lesiones que sufra el trabajador durante el tiempo y en el lugar del trabajo. No obstante lo establecido en los apartados anteriores, no tendrán la consideración de accidente de trabajo:

			1.Los que sean debidos a fuerza mayor extraña al trabajo, entendiéndose por esta la que sea de tal naturaleza que no guarde relación alguna con el trabajo que se ejecutaba al ocurrir el accidente.

			2.Los que sean debidos a dolo o a imprudencia temeraria del trabajador accidentado.

			Sin embargo, no impedirán la calificación de un accidente como de trabajo:

			1.La imprudencia profesional que sea consecuencia del ejercicio habitual de un trabajo y se derive de la confianza que este inspira.

			2.La concurrencia de culpabilidad civil o criminal del empresario, de un compañero de trabajo del accidentado o de un tercero, salvo que no guarde relación alguna con el trabajo.

			Tal y como puede deducirse de lo anteriormente señalado, todas las enfermedades, no incluidas en el artículo siguiente de la ley (el art. 157 define el concepto de enfermedad profesional), que contraiga el trabajador con motivo de la realización de su trabajo, siempre que se pruebe que la enfermedad tuvo por causa exclusiva la ejecución del mismo, serán consideradas accidentes de trabajo; es aquí donde toma relevancia la labor del perito, ya que la psicopatología ocasionada únicamente por el desempeño laboral será considerada accidente de trabajo (González-Trijueque et al., 2013).

			En cuanto al concepto de enfermedad profesional recogido en el art. 157 de la LGSS, se debe indicar que se entenderá como tal la contraída a consecuencia del trabajo ejecutado por cuenta ajena en las actividades que se especifiquen en el cuadro que se apruebe por las disposiciones de aplicación y desarrollo de esta ley, y que esté provocada por la acción de los elementos o sustancias que en dicho cuadro se indiquen para cada enfermedad profesional. En tales disposiciones se establecerá el procedimiento que haya de observarse para la inclusión en dicho cuadro de nuevas enfermedades profesionales que se estime deban ser incorporadas al mismo. Dicho procedimiento comprenderá, en todo caso, como trámite preceptivo, el informe del Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad. En el momento actual es el RD 257/2018, de 4 de mayo, por el que se modifica el Real Decreto 1299/2006, de 10 de noviembre, por el que se aprueba el cuadro de enfermedades profesionales en el sistema de la Seguridad Social y se establecen criterios para su notificación y registro.

			Por último, y aunque pueda parecer obvio, resulta de interés recordar en qué consisten los conceptos de accidente no laboral y enfermedad común, los cuales vienen recogidos en el art. 158 de la LGSS, señalándose que se considerará accidente no laboral el que, conforme a lo establecido en el art. 156, no tenga el carácter de accidente de trabajo; asimismo, se considerará que constituyen enfermedad común las alteraciones de la salud que no tengan la condición de accidentes de trabajo ni de enfermedades profesionales. Es por ello que inicialmente las incapacidades temporales tramitadas como consecuencia de trastornos psicopatológicos son consideradas como enfermedades comunes (debido a la posible multicausalidad de las mismas), por lo que, si se pretende demostrar que una psicopatología ha sido causada por el trabajo, se deberá judicializar el caso, siendo imprescindible para ello contar con el soporte técnico de un informe pericial.

			
1.5. La jurisdicción contencioso-administrativa

			La Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, establece en su art. 1 que los juzgados y tribunales del orden contencioso-administrativo conocerán de las pretensiones que se deduzcan en relación con la actuación de las Administraciones Públicas (AA. PP.) sujeta al derecho administrativo, entendiéndose por Administraciones Públicas:

			1.La Administración General del Estado.

			2.Las Administraciones de las Comunidades Autónomas.

			3.Las entidades que integran la Administración local.

			4.Las entidades de derecho público que sean dependientes o estén vinculadas al Estado, las Comunidades Autónomas o las Entidades Locales.

			Por tanto, es en esta jurisdicción en la que se desarrollan las actuaciones y reclamaciones de los funcionarios (en su condición de trabajadores) contra las Administraciones Públicas; por ello, en este ámbito la labor del psicólogo forense se suele centrar en la valoración del daño psíquico ocasionado en el contexto de reclamaciones de indemnizaciones económicas por responsabilidad patrimonial contra la Administración Pública de la que dependa el trabajador funcionario (González-Trijueque et al., 2013; Rodríguez-López, 2003).

			
2. VALORACIÓN DE LA CAPACIDAD LABORAL DEL TRABAJADOR

			Además de la capacidad laboral legal, para alcanzar una capacidad laboral plena se requiere una capacidad psicofísica que, naturalmente, admite grados y exigencias en función del trabajo a realizar. Esta capacidad psicofísica del trabajador dependerá del punto de partida (lo innato) y de lo que se pueda desarrollar (lo adquirido) (Jáuregui, 2007). En todo caso, debe dejarse claro que la incapacidad debe graduarse y relacionarse con el trabajo concreto a desempeñar; de hecho, no toda incapacidad psicofísica implica una incapacidad laboral. Por tanto, para hablar de capacidad laboral se debe partir del concepto de capacidad legal, precisándose una mínima capacidad psicofísica, debiendo concretar las capacidades específicas para el desempeño de distintos trabajos. Es fácil entender que para ser cocinero no se precisan las mismas capacidades que para ser piloto de avión. No basta plantearse si alguien puede trabajar o no, sino si alguien puede trabajar con normalidad en una actividad laboral (Jáuregui, 2007).

			El proceso de evaluación que, como peritos, se realizará en estos supuestos se plasmará finalmente en un informe, documento que deberá ser producto de una metodología forense que contemple distintas fuentes de información y diferentes metodologías de evaluación (véase tabla 2.2). En este sentido, resultará habitual el análisis de la documentación relevante, la realización de entrevistas, la exploración psicopatológica del trabajador y la administración de reactivos psicométricos (véase tabla 2.3).

			TABLA 2.2
Valoración pericial de la incapacidad laboral

			
				
					
					
				
				
					
							
							A. Aclarar el objetivo de la evaluación con la institución solicitante (se aclarará el rol pericial, y no terapéutico).

						
					

					
							
							B. Revisar registros documentados e información de contraste.

						
					

					
							
							Registros escritos:

							•Descripción del puesto de trabajo.

							•Antecedentes psiquiátricos, médicos y de uso de fármacos.

							•Registros académicos.

							•Informes de otros expertos en salud mental.

							•Otros registros personales (por ejemplo, militares, penales, financieros).

						
							
							Información de terceras personas:

							•Familiares y amigos.

							•Médicos y terapeutas.

							•Declaraciones de compañeros o superiores.

							•Servicios de vigilancia y seguridad.

						
					

					
							
							C. Practicar un examen psiquiátrico habitual:

							•Obtener consentimiento informado del peritado.

							•Examinar el estado mental del peritado.

						
					

					
							
							D. Correlacionar el trastorno mental con el tipo de discapacidad o deterioro laboral:

							•Evaluar áreas específicas de funcionamiento [por ejemplo, AMA (2008), CIF (OMS, 2001), EEAG del DSM-5 (APA, 2014)]. 

							•Obtener descripciones y ejemplos concretos del deterioro funcional. 

							•Evaluar la consistencia de las quejas del examinado (en un marco global cotidiano, y no centrado en aspectos concretos). 

							•Correlacionar los requerimientos y habilidades del puesto de trabajo con el deterioro alegado. 

							•Evaluar la historia de funcionamiento previo en relación con el nivel actual de deterioro. 

							•Usar pruebas psicométricas y test cuando esté indicado. 

						
					

					
							
							E. Considerar alternativas que pueden explicar la demanda de incapacidad:

							•Situaciones circunstanciales de conflicto o malestar del trabajador en su puesto (no propiamente discapacidad psiquiátrica).

							•Simulación y ganancia secundaria.

						
					

					
							
							F. Formular opiniones bien razonadas con base en datos clínicos y psiquiátricos.

						
					

					
							
							G. Escribir un informe exhaustivo que aclare los objetivos de la valoración.

						
					

				
			

			FUENTE: adaptado de Gold y Shuman (2009).

			TABLA 2.3
Propuesta de informe pericial en valoraciones de la capacidad laboral

			
				
					
					
				
				
					
							
							 1.Datos de identificación.

						
							
							Nombre del evaluado, fecha de nacimiento, fecha del último día trabajado, si procede. 

						
					

					
							
							 2.Peticionario del informe.

						
							
							Señalar si el solicitante es el propio trabajador, el empleador, un letrado o un organismo público o privado. 

						
					

					
							
							 3.Objetivo del informe. 

						
							
							Se procurará listar los objetivos requeridos por el peticionario. 

						
					

					
							
							 4.Limitaciones del informe.

						
							
							Señalar los datos que puedan limitar el alcance de los datos obtenidos (por ejemplo, la necesidad de intérprete, la ausencia de colaboración del informado o incluso la necesidad de basar el análisis únicamente en el expediente por la ausencia de participación del informado). 

						
					

					
							
							 5.Consentimiento informado.

						
							
							Documentar que el informado entiende la razón de la evaluación y está de acuerdo en participar después de conocer que no existe relación terapéutica ni confidencialidad. 

						
					

					
							
							 6.Fuentes de información.

						
							
							Todos los registros y materiales revisados.

							Fechas y duración de las entrevistas con el informado.

							Entrevistas con otras personas (fechas, duración, especificar si presencial o no).

							Todas las pruebas psicométricas y test utilizados.

						
					

					
							
							 7.Revisión de los registros.

						
							
							Informar de los hallazgos relevantes obtenidos de las fuentes y recursos listados en el punto anterior. 

						
					

					
							
							 8.Historia de los hechos o trastorno psiquiátrico que ha motivado la evaluación.

						
							
							Inicio y curso de los síntomas actuales.

							Deterioro funcional observado o alegado.

							Puesto actual de trabajo y relación (si existe) con los déficits detectados.

							Dinámica de trabajo (factores que puedan estar aumentando el estrés o la insatisfacción laboral, como la existencia de conflictos, despidos, descenso de la remuneración, percepción de trato injusto).

						
					

					
							
							 9.Historia laboral e historia en el puesto de trabajo actual.

						
							
							Historia laboral (incluyendo ascensos, descensos, despidos, razones para abandonar un trabajo). Antecedentes de episodios previos de descenso en la capacidad laboral y relación, si existe, con algún trastorno psiquiátrico. 

							Descripción de períodos de inactividad laboral y/o desempleo, así como su duración y sus motivos (enfermedad médica, motivos familiares, incapacidad laboral).

							Historia de las quejas y denuncias presentadas por el informado o contra él (incluyendo reclamación de indemnizaciones por accidentes o enfermedades laborales, reclamaciones por incapacidad laboral o litigios laborales).

						
					

					
							
							10.Historia de tratamientos en salud mental. 

						
							
					

					
							
							11.Historia clínica médica y medicación actual 

						
							
							Señalar los antecedentes médicos (con énfasis en los documentos o registros donde consten informes o pruebas médicas).

						
					

					
							
							12.Historia de otros apartados relevantes.

						
							
							Historia social. Historial académico (incluyendo el nivel educativo más alto alcanzado). Historia militar (si procede), historia de consumo de sustancias, historia de sucesos traumáticos, historia familiar, antecedentes legales y antecedentes penales.

						
					

					
							
							13.Examen del estado mental.

						
							
					

					
							
							14.Discusión y formulación del caso.

						
							
							Se puede exponer una formulación del caso analizado con base en la relación existente entre los déficits en la capacidad laboral y las demandas que implica el puesto laboral desempeñado, centrando las hipótesis en los datos obtenidos.

						
					

					
							
							15.Conclusiones finales y orientación.

						
							
							En este punto se da respuesta específica, si los hallazgos obtenidos lo permiten, a los objetivos encomendados al inicio de la evaluación (puede incluir aspectos diversos, tales como: diagnóstico, relación entre los síntomas psicopatológicos y la capacidad laboral, incapacidad para un tipo de trabajo específico, incapacidad para cualquier tipo de trabajo, recomendaciones de tratamiento, pronóstico, restricciones y limitaciones, presencia de actitudes de simulación o disimulación). 

						
					

				
			

			FUENTE: tomada de Gold y Shuman (2009).

			Siguiendo a Jáuregui (2007), una vez obtenido el consentimiento correspondiente por parte del trabajador para iniciar la evaluación, se pasaría a recoger los datos de filiación que se consideren oportunos y aquellos datos que puedan tener un especial interés en relación con el peritaje encomendado. Posteriormente se desarrollarían las entrevistas y exploraciones que se estimen oportunas, orientadas a recabar información relacionada con:

			1.Antecedentes psicopatológicos personales y/o familiares.

			2.Daños documentados.

			3.Descripción del estado psicológico actual.

			4.Impresión diagnóstica y pronóstico.

			5.Orientaciones terapéuticas.

			La información obtenida deberá ser cotejada con otras fuentes de información (por ejemplo, entrevistas con terceras personas, documentación examinada) y otras metodologías de evaluación (por ejemplo, test psicométricos), para de este modo procurar encontrar elementos convergentes de validez que permitan asumir (en determinado grado de probabilidad) las conclusiones que se estimen pertinentes.

			En todo caso, el informe pericial emitido deberá constituir un documento científico y, por tanto, replicable y contrastable, debiendo ser un vehículo de información, por lo que deberá ser comprensible, sin olvidar que debe aportar una orientación clara y concreta, de utilidad para el juzgador (Jáuregui, 2007).

			La relación entre psicopatología y el trabajo es compleja. Las personas con un trastorno mental diagnosticado pueden tener menos probabilidades de encontrar un trabajo, además ciertas patologías (sobre todo basadas en criterios de gravedad) están relacionadas con un mayor absentismo, menos productividad y un descenso en la cantidad y calidad del trabajo realizado. Dentro de la evaluación de los trastornos y su impacto funcional, se ha de tener presente que para que un trastorno sea susceptible de una incapacidad permanente deben darse tanto el criterio de gravedad-cronicidad como el de persistencia de discapacidad (relacionada con las demandas de la actividad laboral) (Puerto-Barrio, 2017).

			El desempeño del trabajo es un ejercicio que implica numerosas formalidades de obligado cumplimiento y no siempre fáciles de alcanzar cuando entra en juego la variable psicopatológica. La puntualidad, el cumplimiento de las normas, el mantenimiento de unos niveles adecuados de atención y concentración, la resolución de problemas, las relaciones interpersonales, la planificación y capacidad para seguir instrucciones, etc., son elementos clave en el normal desarrollo de la práctica profesional. Por este motivo, la valoración de la incapacidad permanente debe contemplar la permanencia del trastorno y sus limitaciones, teniendo en consideración el impacto funcional, no solo por la gravedad de la psicopatología, sino también en relación al contexto del trabajador (Puerto-Barrio, 2017).

			Desde un punto de vista pericial, la conexión entre psicopatología e incapacidad laboral es un proceso de altos estándares técnicos, ya que no existe una relación uniforme entre el diagnóstico y el impacto funcional que supone en cada individuo. A este respecto, además, siempre habrá que partir de la hipótesis de exageración o simulación. En psicopatología laboral debemos distinguir las alteraciones psicopatológicas anteriores que pueden interferir en el funcionamiento del trabajo, de las que son consecuencia del trabajo (ya sea accidente de trabajo o enfermedad laboral) (Coll, 1998). Ningún diagnóstico implica per se una incapacidad laboral permanente (Fernández-Montalvo y Echeburúa, 2002). El planteamiento legal de la incapacidad permanente exige que la discapacidad laboral se evalúe en función de la interacción trabajador (patología) y su medio laboral (Puerto-Barrio, 2017).

			Por este motivo, el psicólogo forense debe ir más allá de lo descriptivo y categorial para profundizar en lo explicativo y funcional mediante un diagnóstico multidimensional que contemple el estudio de la propia psicopatología, el funcionamiento del trabajador en las diferentes áreas de interés, los factores etiológicos, la dimensión relacional y la percepción del individuo de su propia problemática (Jáuregui, 2007; Mingote et al., 2011).

			TABLA 2.4
Valoración funcional de los trastornos psiquiátricos

			
				
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							Grado 
funcional

						
							
							Valoración

						
							
							Tratamiento y respuesta

						
							
							Repercusión sobre 
el funcionamiento

						
							
							Impacto funcional sobre 
la capacidad laboral

						
					

					
							
							0

						
							
							No cumple criterios diagnósticos. La clínica puede englobarse bajo el concepto de «síntomas aislados».

						
							
							No precisa seguimiento especializado; puede tener seguimiento por MAP.

						
							
							Sin repercusión significativa sobre la funcionalidad.

						
							
							No existe incapacidad para la actividad laboral.

						
					

					
							
							I

						
							
							Cumple criterios diagnósticos de forma intermitente.

						
							
							Tratamiento y seguimiento especializado intermitente con compensación de los síntomas en periodos intercríticos.

						
							
							Repercusión leve.

						
							
							IT en crisis.

						
					

					
							
							II

						
							
							Cumple criterios diagnósticos de forma continuada sin criterios de gravedad.

						
							
							Tratamiento y seguimiento especializado habitual con respuesta parcial.

						
							
							Repercusión moderada.

						
							
							Pueden existir limitaciones para actividades de responsabilidad, riesgo, gran carga estresante o que precisen contacto frecuente con terceros.

						
					

					
							
							III

						
							
							Cumple criterios diagnósticos de forma continuada con criterios de gravedad.

						
							
							Tratamiento y seguimiento especializado habitual con respuesta escasa.

						
							
							Repercusión grave.

						
							
							No apto para la actividad laboral productiva, posible en ambientes protegidos.

						
					

					
							
							IV

						
							
							Cumple criterios diagnósticos de forma especialmente grave.

						
							
							Tratamiento y seguimiento habitual con mínima o nula respuesta.

						
							
							Repercusión muy grave.

						
							
							Capacidad nula, puede requerir ayuda o supervisión para ABVD.

						
					

				
			

			NOTA: tomado de Barrio-Puerto (2017).
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